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ASAMBLEA LEGISLATIVA:

Presentación 

En el Partido Acción Ciudadana estamos conscientes de la problemática de las finanzas públicas, por eso apoyamos e impulsamos un proceso de construcción de un Pacto Fiscal para Costa Rica desde mayo del 2002, a la par de otros partidos políticos y de organizaciones empresariales, sindicales, ambientales y de otros sectores de la sociedad civil y de cara a la ciudadanía. 

 

En el PAC creemos en la función social del Estado como garante de la materialización de los Derechos Humanos y mecanismo de distribución de la riqueza. Nuestro Estado debe financiarse para que siga cumpliendo su función redistributiva. Estamos conscientes de la necesidad de aumentar la carga tributaria para que nuestro Estado continúe invirtiendo en educación, en salud, en telecomunicaciones, en infraestructura, en cultura, y en todas aquellas áreas que contribuyan a la integración, a la movilidad social ascendente y al desarrollo social. Sin embargo, el aumento en la carga tributaria no debe hacerse a costa de los sectores de menores ingresos, por el contrario, cualquier intento de reforma fiscal debe enfocarse en:  

· la equidad impositiva 

· el principio de mayor progresividad tanto en los ingresos como el gasto público

· en el mejoramiento de los mecanismos redistributivos así como en los mecanismos de generación de la riqueza.

Desde el mes de mayo del 2002 nuestra anterior fracción, atendiendo a los principios de la acción ciudadana, acogió una idea de distintos sectores sociales y plantearon ante el Plenario Legislativo la iniciativa de una Comisión Mixta. Desde el inicio nuestro Partido se comprometió con esta Comisión Mixta para abordar el tema fiscal e incorporar en la discusión de manera participativa a diferentes sectores sociales y productivos del país. En el proceso, de esta fecha a hoy, hemos realizado todos los esfuerzos para lograr los acuerdos que garanticen un Pacto Fiscal que contribuya a la justicia, a la equidad impositiva, al fortalecimiento de la Administración Tributaria, a mayor inversión social y al mejoramiento de los mecanismos de transparencia y rendición de cuentas. 

En diciembre del 2002 nuestra anterior fracción contribuyó a la aprobación de la Ley de Contingencia Fiscal (Nº 8343), que significó el primer paso hacia la construcción de un Pacto Fiscal. Apoyamos y contribuimos a esta iniciativa conscientes de la necesidad de oxigenar las finanzas públicas, mientras con más tiempo se discutían las reformas fiscales estructurales. Esta Ley introdujo medidas tributarias y no tributarias, y representó dos trascendentales señales, la primera, caminar hacia una mayor progresividad del sistema impositivo, la segunda, la profundización de nuestra democracia al lograr un primer acuerdo con la participación activa de diferentes sectores sociales y empresariales.  

En el mes de diciembre del 2003 terminó una etapa de este proceso, y junto a las demás fracciones y los representantes sociales en dicha Comisión, fuimos parte de un acuerdo mayoritario (14 de 15 miembros). Este acuerdo representó un primer paso en la construcción de este Pacto Fiscal que entregó al país un anteproyecto que aborda el tema fiscal de manera integral, es decir, medidas en: la calidad del gasto público, el fortalecimiento de la Administración Tributaria, una reforma a la estructura tributaria, medidas para la reactivación y el desarrollo económico, fortalecimiento de organizaciones de la economía social, planificación de largo plazo, entre otros temas. Este anteproyecto, y por diversas razones, no logró dictaminarse positivamente. 

La Asamblea Legislativa, preocupada por el tema en cuestión creó la COMISIÓN ESPECIAL MIXTA QUE TENDRÁ COMO OBJETIVO PRINCIPAL LA BÚSQUEDA DE SOLUCIONES ESTRUCTURALES AL DESEQUILIBRIO DE LAS FINANZAS PÚBLICAS, A TRAVÉS DE LA PROMOCIÓN DE UN PACTO FISCAL QUE INVOLUCRE A TODOS LOS SECTORES DE LA POBLACIÓN EN LA SOLUCIÓN DEL PROBLEMA DEL DÉFICIT FISCAL Y EN LA BÚSQUEDA DE NUEVAS ALTERNATIVAS DE DESARROLLO ECONÓMICO PARA EL BIENESTAR DE LAS Y LOS COSTARRICENSES; A TAL EFECTO TENDRÁ FACULTADES PARA ESTUDIAR, ANALIZAR, PROPONER Y DICTAMINAR LOS PROYECTOS DE LEY QUE SIRVAN AL CUMPLIMIENTO DE ESTE OBJETIVO”. La Comisión estudió los proyectos presentados por el Poder Ejecutivo, así como otras iniciativas de ley de las señoras y señores diputados.

Esta Comisión tuvo participación de diputadas y diputados de diversas fracciones políticas representadas en el Congreso, así como de representantes de diferentes sectores y productivos de la sociedad costarricense,
 quienes en un esfuerzo cívico, concertaron un acuerdo que se materializó en un informe y en un proyecto de ley que presentaron a finales del año 2003 al Pleno Legislativo.

En este marco, y debido a lo no aprobación de este Proyecto de Pacto Fiscal, hemos rescatado los mejores temas en el área de la calidad del gasto público e impuestos directos a actividades suntuarias que presentamos como proyectos de Ley individuales.  A saber: 

1. CREACIÓN DEL SISTEMA GENERAL DE TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS EN EL ESTADO COSTARRICENSE 

Objetivo: Mejorar la articulación de las distintas instituciones y órganos especializados para fortalecer la rendición de cuentas horizontal y  vertical, así como la obligatoria rendición de cuentas y evaluación de resultados consignados en el artículo 11 de nuestra Constitución Política. Además, se crea la Red Nacional de Información de la Gestión y el Desempeño Público-Institucional, como mecanismo de sistematización de la información de la gestión pública aplicable al ámbito presupuestario y programático. 

2. REFORMA PARCIAL A LA LEY ORGÁNICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, Nº 7428
Objetivo: Se plantean en la propuesta de ley un conjunto de reformas orientadas a fortalecer el nivel de supervisión y control sobre organizaciones paralelas o extra presupuestarias, de modo tal que la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos se aplique a todo órgano u ente que utilice recursos públicos. También se amplía el concepto jurídico de Fondos Públicos y de Hacienda Pública previstos en la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.  Finalmente,  se completa el esquema con una regulación a los pagos por concepto de servicios prestados a quienes trabajen en las unidades ejecutoras que realicen su gestión con préstamos.

3. REGULACIÓN DE COMPRAS EN LA CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL (CCSS) MEDIANTE UN SISTEMA DE CONTABILIDAD DE COSTOS

Objetivo: La Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) deberá crear y poner en funcionamiento en un plazo de dos años, un sistema de contabilidad de costos que permita evaluar las decisiones de compra que se deban hacer al sector privado frente a la producción directa, así como un sistema de información sobre las necesidades poblacionales que permita asignar los recursos en función de dichas necesidades.

4. CONTRATACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Objetivo: Pretende que todo proceso de contratación de servicios profesionales por parte de la Administración Pública o para prestar servicios a la Administración Pública, independientemente del origen público o privado de la fuente de financiamiento de esa contratación, deberá realizarse por medio de los procedimientos establecidos en el artículo 64 y siguientes de la Ley de Contratación Administrativa. El contrato respectivo deberá establecer la obligación de la Administración Pública de deducir automáticamente las cotizaciones a la seguridad social establecidas por la Caja Costarricense del Seguro Social para los trabajadores independientes, las cuales serán entregadas a esta institución como parte del proceso de universalización de los seguros sociales. Se entenderá como defraudación a la seguridad social la contratación de los servicios profesionales antes indicados por medio de personas jurídicas. La contratación en violación a lo dispuesto en el presente artículo configurará falta grave para los funcionarios públicos involucrados en la elaboración, utilización y firma del contrato respectivo, e implicará su remoción del cargo o su despido sin responsabilidad patronal, así como el pago solidario de lo defraudado a la Caja Costarricense del Seguro Social por concepto de daños y perjuicios ocasionados.

5. FORTALECIMIENTO DEL PROGRAMA DE EQUIDAD Y EFICIENCIA DE LA EDUCACIÓN COSTARRICENSE

Objetivo: Se presenta una propuesta de Programa Nacional de Educación para que el aumento a un 8% del PIB sea acompaña de objetivos y metas claras para mejorar la calidad de la educación costarricense. La idea principal es equiparar progresivamente en un plazo de cinco años el diez por ciento (10%) de los centros educativos de primaria y secundaria que se encuentran en condiciones de mayor inequidad, con el diez por ciento (10%) que se encuentre en las mejores condiciones.  

6. REGULACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS A FODESAF
Objetivo: El objetivo es garantizar la transferencia de los fondos, además, de que se condicione el efectivo giro de estos fondos, a que el Ministerio de Hacienda establezca un mecanismo gradual de asignación de los recursos, y condicione por un periodo de tres años la transferencia de los recursos que no se están girando actualmente a:

· El desarrollo por parte de la Dirección de Asignaciones Familiares de un proceso gradual de revisión, evaluación y reformulación de los actuales programas de asistencia y promoción social y de cambio institucional del propio Fondo.

· La presupuestación y ejecución de los recursos sujeto a lo establecido en la Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, N° 8131.” 

7. REFORMAS A LA LEY DE ADMINISTRACIÓN FINANCIERA DE LA REPÚBLICA Y DE PRESUPUESTOS PÚBLICOS Nº. 8131; Y A LA LEY DE PLANIFICACIÓN NACIONAL Nº. 5525
Objetivo: Las reformas propuestas tiene como propósito establecer la congruencia y articulación de la Ley de Planificación Nacional Nº. 5525 con una serie de normas y cumplimiento de responsabilidades que establece la Ley de Administración Financiera de la República y de Presupuestos Públicos Nº. 8131 en particular para el  Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN). Además, las reformas propuestas tienen como propósito general el fortalecimiento del proceso de planificación nacional como herramienta fundamental del gobierno a efecto de que el Plan Nacional de Desarrollo o Cuatrienal sirva de plataforma básica para la preparación y ejecución de los presupuestos públicos.  

8. FORTALECIMIENTO DE LAS ORGANIZACIONES DE LA ECONOMÍA SOCIAL COSTARRICENSE

Objetivos: 

1. Mantener para las cooperativas, como parte del sistema estatal de fomento de estas, un régimen fiscal de no sujeción del acto cooperativo en materia de impuesto sobre la renta a empresas, en atención a su función social y a sus particulares características como entidad asociativa. A la vez que se refuerza su contribución solidaria al desarrollo y los mecanismos de supervisión para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones legales en este campo y el fortalecimiento de su identidad como verdadero movimiento cooperativo.

2. Eliminar barreras de acceso a la micro y pequeña empresa para que tengan la oportunidad de formalizarse mediante asociaciones civiles o de cooperativas autogestionarias de trabajo asociado, con lo cual se posibilitará una mayor inclusión social, la creación de puestos de trabajo estables, de calidad y ensanchamiento del parque empresarial del país.

3. Fortalecer a las instituciones públicas de fomento y promoción del cooperativismo, de forma que sus recursos puedan utilizarse efectivamente en el financiamiento, asistencia técnica, capacitación, supervisión y promoción de las cooperativas y, particularmente, de la micro y pequeña empresa cooperativa. 

4. Establecer un sistema nacional de formación humana y de transferencia de conocimientos para el impulso de la actividad productiva y de la oportuna atención, de las necesidades en este campo, de las micro, pequeñas y medianas empresas.

9. IMPUESTO ÚNICO A LOS VEHÍCULOS DE LUJO
Objetivo: Se propone un cincuenta por ciento (50%) adicional de la tarifa que refiere el artículo 9 de la Ley Nº 7088, de 30 de noviembre de 1987, para la inscripción y propiedad de vehículos que, con la promulgación de la Ley de Contingencia Fiscal, entró en vigencia para el  período 2004. La idea es que se mantenga en los mismos términos para todos los años a partir del período 2007, tomando en consideración que este sector de población tiene una mayor capacidad de pago y, por ende, solvencia para ello. Ese porcentaje adicional, al igual que los ingresos extraordinarios que generará su percepción y cobro, deberá ingresar al Fondo General del Gobierno para financiar los gastos del Estado.

10. IMPUESTO A CASINOS Y SALAS DE JUEGO
Objetivo: Crea un impuesto a cargo de las personas físicas o jurídicas dedicadas a la explotación de Casinos o Salas de Juego legalmente autorizados, el que se cobrará mensualmente por cada mesa de juego autorizada. Asimismo, se establece un impuesto específico mensual de tres salarios base según lo define el artículo 2 de la Ley N.° 7337 del 5 de mayo de 1993, por cada máquina de juego autorizada.

11. IMPUESTO A LAS EMPRESAS DE ENLACE DE LLAMADAS DE APUESTAS ELECTRÓNICAS

Objetivo: Las empresas dedicadas a la recepción y el procedimiento de datos que generan apuestas electrónicas deberán pagar al Estado una licencia de operación, de acuerdo con la cantidad de personas que se encuentren trabajando en relación de dependencia. El Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC) deberá asignar a un órgano idóneo la implementación de un registro de dichas empresas. Será terminantemente prohibido el funcionamiento en Costa Rica de empresas dedicadas al enlace de apuestas electrónicas que no se encuentren inscritas en dicho registro, y la vigencia de ese sistema.

12. IMPUESTO ESPECIAL SOBRE BANCOS Y ENTIDADES FINANCIERAS NO DOMICILIADAS (Off Shore)

Objetivo: Establecer un impuesto adicional, de carácter extraordinario, para la banca Off Shore, por un monto de tres millones de dólares (US $3.000.000,00) anuales o su equivalente en moneda nacional, correspondiente a un período de doce meses que correrán a partir del primer día del mes siguiente a la entrada en vigencia de esta Ley, y se devengará el primer día de ese mes.

De esta forma hacemos valer el acuerdo histórico construido y firmado junto a los sectores de la sociedad civil como una ruta de profundización de nuestra democracia, y como una señal de ser una oposición proactiva y responsable. 

Desde el Partido Acción Ciudadana consideramos que el ideal hubiese sido plantear una reforma fiscal integral tal y como se planteó en la Comisión Mixta fiscal. Sin embargo, reconociendo las actuales condiciones políticas del país, y conscientes de que el problema fiscal no puede posponerse, es que hemos preferido presentar una serie de proyectos individuales en la calidad del gasto e impuestos directos. Una vez aprobados estos expedientes, el Poder Ejecutivo, esta Asamblea Legislativa y las demás fracciones, tendremos la autoridad moral para discutir la modernización de la estructura tributaria actual, en particular el Impuesto al Valor Agregado (IVA), y así completar la reforma fiscal estructural. 

De igual forma que guiaron el trabajo de la Comisión Mixta del Pacto Fiscal, los siguientes principios guían nuestra participación en la política, y en el tema fiscal en particular: 

1. El ser humano como principio y fin de todas las acciones en pro del desarrollo.

2. El bien común como objetivo de toda acción. 

3. El deber de ser humano para con el ser humano y con su entorno.

4. La promoción de la equidad como responsabilidad de la sociedad.

5. La promoción de la solidaridad, el progreso como sociedad, en donde el progreso colectivo es complementario con el progreso individual.

6. El fortalecimiento de la institucionalidad democrática, permitiendo que el Estado pueda realizar las funciones que se le asigne.

La fracción del Partido Acción Ciudadana solicita respetuosamente a la Asamblea Legislativa el estudio y la pronta aprobación de la presente iniciativa de ley, con la seguridad de que será un gran aporte para la solución de los problemas fiscales del país y que servirá de motor para el mayor desarrollo económico y el bien común de las y los costarricenses.

En virtud de lo anterior, se plantea a consideración de las señoras y señores diputados, el presente proyecto de ley.

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

 

DECRETA:

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE BANCOS Y ENTIDADES FINANCIERAS NO DOMICILIADAS
Artículo Único.-  Impuesto especial sobre bancos y entidades financieras no domiciliadas.  Adiciónase  a  la  Ley  del  impuesto  sobre  la  Renta, Nº 7092, de 21 de abril de 1988 y sus reformas, un nuevo transitorio V, cuyo texto dirá:


 “Transitorio V.-
Establécese un impuesto adicional, de carácter extraordinario, para los sujetos pasivos definidos en el artículo 61 bis de la presente Ley, por un monto de tres millones de dólares estadounidenses (US $3.000.000,00) anuales o su equivalente en moneda nacional, correspondiente a un período de doce meses que correrán a partir del primer día del mes siguiente a la entrada en vigencia de esta Ley, y se devengará el primer día de ese mes.
Este impuesto se autoliquidará y cancelará dentro de los primeros quince días naturales contados a partir del día de su devengo.
Los contribuyentes que inicien actividades deberán pagar el impuesto en forma proporcional al tiempo que reste entre la fecha de inicio de actividades y el final del período del impuesto.
 A fin de utilizar un mecanismo tributario objetivo, la SUGEF y la Dirección General de Tributación del Ministerio de Hacienda deberán presentar a la Comisión de Hacendarios, a más tardar dentro de tres meses a partir de la aprobación de esta Ley, una metodología adecuada para determinar el monto de las utilidades de estos bancos y entidades financieras no domiciliadas.”
Rige a partir de su publicación, 

        Fonseca Corrales Elizabeth  
            Bravo Pérez Sadie

  González Morera Nidia María 
               Hernández Murillo Orlando Manuel 


       Madrigal Brenes Rafael Elías 

Molina Gamboa Francisco 


   Morales Díaz Andrea Marcela   

Ortiz Álvarez Elsa Grettel 


       Pérez González Olivier 

          
Quirós Quirós Patricia 


Rojas Rodríguez Marvin Mauricio 

Rosales Obando José Quirino 


  Salazar Rojas José Joaquín 
    

  Salom Echeverría Luis Alberto 


 Solís Bolaños Ronald Francisco  

     Villalobos Salas Lesvia 


Zamora Chaves Leda María

DIPUTADAS Y DIPUTADOS

FRACCIÓN PARTIDO ACCIÓN CIUDADANA

1º de noviembre del 2006, Asamblea Legislativa.
� Integrantes de la Comisión Mixta del Pacto Fiscal que firmaron el acuerdo del 9 de diciembre de 2003:


Diputados (as): Mario Redondo Poveda (PUSC); Bernal Jiménez Monge (PLN); Epsy Campbell Barr (PAC); Margarita Penón Góngora (PAC); Nury Garita Sánchez, qdep (PLN); Olman Vargas Cubero (PUSC).


ASESORES EXTERNOS: Ulises Blanco Mora (Foro Agropecuario); Doris Osterlof Obregón (CADEXCO); Alvaro Ramírez Bogantes (UCCAEP); Víctor Morales Zapata (Movimiento Cooperativo); Rodrigo Aguilar Arce (Rérum Novarum); Albino Vargas Barrantes (ANEP); Enrique Acosta Granados (Movimiento Solidarista); Alberto Dent Zeledón (Ministro de Hacienda). 








